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Resumen 

La ponencia se propone exponer desde una perspectiva histórica cómo ha evolucionado la legislación antiterrorista en Chile, en cuanto a su contenido y aplicación. Realizando un repaso desde su original del año 1984 Ley Antiterrorista número 18.314 que “determina conductas terroristas y fija su penalidad”, y considerando las ocho modificaciones que han buscado perfeccionar el documento original. Esto se desarrollará a través de la utilización del método cronológico de la Historia del Derecho. 
Se pondrá énfasis en cómo dichos procesos han estado influidos por diversos contextos, tanto nacionales como internacionales, para enfrentar la articulación de diferentes grupos políticos que se han manifestado haciendo uso de la violencia política como instrumento de lucha. 
Se buscará plasmar cómo el uso de un instrumento legal implica una represión institucionalizada de la violencia política, principalmente de las reivindicaciones del pueblo Mapuche en Chile, con el fin de deslegitimar sus demandas a través de la criminalización. Asimismo, se dará cuenta de por qué su aplicación es tan polémica, y con qué argumentos los diversos organismos recomiendan su no aplicación. 
En este sentido, se considerará específicamente su aplicación más contemporánea, desde el año 2001, principalmente contra el pueblo mapuche y considerando brevemente a los diversos núcleos o individualidades anarquistas involucrados.
Introducción

Una Ley Antiterrorista se entiende como un corpus legal orientado a tipificar y sancionar delitos que se enmarquen dentro de la categoría del “terrorismo”. Estas legislaciones surgen a partir de la segunda mitad del siglo XX, y son específicas en cada país, dependiendo de las particularidades de su contexto.

El gran conflicto que se suscita es que no existe una definición del concepto “terrorismo” que sea capaz de articular una base de aplicación en la especificidad de la legislación de cada nación. Esto se debe a que pese a los importantes esfuerzos internacionales, no se ha logrado llegar a un consenso que permita una armonización de las legislaciones, lo cual implica un amplio margen a arbitrariedades. Es por esto que se ha generado diversas leyes antiterroristas que responden más bien a temas políticos coyunturales, que a un fenómeno de orden global.

Para el caso chileno enfrentamos una Ley Antiterrorista nacida en período de dictadura (1984), que presenta desde entonces ocho modificaciones, ya sean directas o como parte de reformas a otros códigos legislativos los cuales tiene por base, a través de las que se ha ido adaptando a los nuevos escenarios locales y, considerando el nivel de globalización, a los estándares internacionales en materia de terrorismo, derechos humanos y jurisdicción penal.

Respecto a su aplicación en Chile, cabe destacar que a pesar de las múltiples recomendaciones realizadas por diversos organismos internacionales, entre ellos la Organización de Naciones Unidas, de no aplicar la Ley Antiterrorista (LAT), el Estado chileno continúa invocando este cuerpo legal, considerado como vulnerador de los Derechos Humanos. Además, dichos órganos han realizado llamados a la no aplicación de la LAT, siendo categóricos al señalar que en Chile no hay terrorismo, por ende, su utilización carece de todo fundamento.

En este sentido, cabe precisar que la LAT fue utilizada en su origen como medio de represión a los grupos políticos que se organizaron con el fin de derrotar la dictadura, posteriormente fue aplicada al pueblo mapuche y en última instancia a grupos o individualidades anarquistas, todos los cuales han hecho uso de la violencia política como medio reivindicativo.

Con el fin de ahondar en dichos temas, esta ponencia se presenta como un estudio de un caso, donde el objeto de estudio es la Ley Antiterrorista chilena (LAT), que será descrita y analizada bajo el método cronológico de la Historia del Derecho.

En el fondo, lo que se busca dilucidar es si la Ley Antiterrorista es aplicable realmente o si se constituye solo como un instrumento del poder que sirve para mantener y legitimar su dominación por sobre los grupos disidentes que hacen uso de la violencia como una herramienta de lucha política, tesis que se plantea como hipótesis.

Para ello, el primer apartado constará de una revisión histórica de la legislación antiterrorista chilena, llevando a cabo un análisis de los contextos, tanto nacional como internacional, que han rodeado la creación y las diversas modificaciones que se han realizado a la Ley 18.314.

En un segundo apartado se hará un breve repaso y análisis de la aplicación de la Ley Antiterrorista en Chile, abordando las particularidades de los procesos y sentencias, los sujetos involucrados, los cargos imputados y los resultados obtenidos en los procesos bajo dicho código jurídico. Para finalizar se expondrá una breve conclusión y reflexión.

Evolución histórica de la Ley Antiterrorista chilena
Como se mencionó, las leyes surgen y mutan a partir de los contextos donde se desarrollan. Para el caso de la LAT en Chile, es posible identificar 4 periodos históricos por los cuales ha transitado y que han marcado su evolución. El primero de ellos es el período dictatorial que abarca de 1984 hasta 1990, el segundo es de “transición” desde 1991 hasta 1999, el tercer período contempla los inicios del siglo XX, de 2000 a 2009 y finalmente los últimos años.

Así, la Ley Antiterrorista chilena nace en el año 1984 durante la dictadura del General Augusto Pinochet Ugarte, quien el 11 de septiembre de 1973 derrocó el gobierno de Salvador Allende.

El día dos de enero de 1984, Pinochet envía un mensaje presidencial a la Junta de Gobierno en el cual adjuntaba un proyecto de Ley que enfrentase el problema del terrorismo incipiente en Chile, señalando que “La aparición reciente en nuestro país de actividades terroristas de graves consecuencias para la población, y que han costado además la vida de servidores públicos, hace enteramente aconsejable dictar con prontitud aquella ley…” (Historia de la Ley 18314, 1984: 4) a la cual le asignó extrema urgencia.

Las “actividades terroristas” mencionadas hacen referencia al surgimiento de grupos armados que se organizaban con el objetivo de poner fin a la dictadura y con ello a la represión y vulneración de los derechos fundamentales, buscando el retorno a la democracia. Ejemplo de ello es la oficialización de la lucha del Frente Patriótico Manuel Rodríguez (FPMR), que en 1983 se plantea como grupo armado para enfrentar militarmente a la dictadura (Loveman y Lira, 2000).

Además, en el mismo año (1984) una crisis económica arrastrada desde 1982 repercute en una serie de protestas, ante las cuales el entonces General Carlos Molina Johnson plantea que se inicia un período de intentos de rebelión y sublevación popular, donde se unen las protestas y el accionar terrorista. (Loveman y Lira, 2000).

Es así como “Para el gobierno militar, la ola de protestas sería una manifestación de la conspiración del “mal”, de los comunistas, de los “terroristas”, que confirmaba la necesidad de vigilancia y represión permanente” (Loveman y Lira, 2000: 471) lo cual genera una nueva ola de represión por parte del Estado (Garretón, 2011), que se traduce en la adopción de medidas que le den mayor fuerza, entre ellas la creación de leyes especializadas.

Una de ellas fue la LAT, proyecto que tuvo por nombre “Ley 18.314 que determina conductas terroristas y fija su penalidad”, y estaba compuesto por 30 artículos. Dentro de sus aspectos más destacables es posible encontrar la propuesta de que estos casos fueran procesados por Tribunales Militares, enumeraba una serie de actos y presunciones que representaban conductas terroristas, otorga penas a actos consumados que van desde presidio mayor en su grado medio a pena de muerte, otorga facultades de gestión a la Central Nacional de Inteligencia (CNI), penaliza la asociación criminal, la incitación, apología e instrucción, faculta la existencia de testigos sin rostro, otorga participación a las Fuerzas Armadas. (Historia de la Ley 18314, 1984)

Durante los trámites legislativos, el proyecto genera bastantes resquemores, principalmente debido a la dificultad de concurso que se puede generar, ya que gran parte de los delitos tipificados en la LAT ya tenían sanción especificada en otra ley (Ley de Control de Armas o la Ley de Seguridad Interior del Estado).

En discusión en sala, el entonces Ministro del Interior, Sergio Onofre Jarpa, apela al contexto internacional señalando que en Chile los grupos subversivos están aliados con el comunismo soviético, si bien no directamente, a través de sus agentes en Cuba, haciendo mención a que a partir de la detención de un joven de 19 años se enteró que había chilenos entrenándose en dicho país“…de manera que hay entre 100 y 200 muchachos jóvenes entrenados y especializados en explosivos, en armamento automático y todo, que ya fueron infiltrados.” (Historia de la Ley 18.314, 1984: 72)

Tras superar todos los trámites en la Cuarta Comisión, el equipo técnico, la Secretaría de Legislación y el Ministerio de Justicia, el resultado fue una ley que no define de forma genérica qué es terrorismo, y que si bien amolda los tipo penales para evitar la inconstitucionalidad de las presunciones del proyecto original, carece de precisión.

Finalmente, en el informe entregado por Comisión Conjunta se plantea que esta ley nace como una herramienta para la eliminación de terrorismo a través de penas ejemplificadoras. Sin embargo, “a fines de 1984 se habían producido 925 sabotajes explosivos, 52 sabotajes incendiarios, 49 ataques subversivos, 254 heridos y 96 muertos, entre estos últimos una cantidad significativa de carabineros como asimismo civiles afectados por la explosión de artefactos explosivos” (Molina en Loveman y Lira, 2000: 474), lo que permite interpretar que no tuvo los efectos esperados.

Uno de los hechos de violencia política más relevantes fue la denominada Operación Siglo XX, la cual consistió en un atentado contra el dictador Augusto Pinochet en 1986, donde murieron 5 de sus hombres y 11 resultaron heridos. Esto significó un recrudecimiento de la represión, decretándose estado de sitio, desmovilizando a quienes se habían manifestado durante los últimos 3 años. (Garretón, 1995)

Finalmente, a pesar de los actos violentos, el retorno a la democracia no llegó de la mano de las armas, sino a través de un plebiscito convocado en 1989. Sin embargo, durante los meses finales del gobierno dictatorial “No se trabajó para facilitar la inauguración de la democracia, sino más bien para completar el programa de gobierno del autoritarismo y establecer limitaciones a la gestión del primer Gobierno democrático” (Huneeus, 2000: 600), para lo cual se siguió la estrategia de ceder ciertos requerimientos de la oposición ante lo cual se modificó la Constitución y un paquete de leyes.

Entre las leyes modificadas encontramos la Ley Antiterrorista, que sufre una reforma promulgada en febrero de 1990, a través de la ley número 18.937, con la que se derogó parte del artículo 1 eliminando la incitación, la apología y la instrucción; se endureció la pena por lesiones, se derogó los artículos referentes a las sanción a cómplices y encubridores como delito consumado disminuido; también el delito frustrado como consumado rebajado, la obligación de delación del artículo 8 y el artículo 9 que hacía mención a la ocultación de identidad. (Ley 18.973, 1990) Es decir, se atenuó las sanciones y se eliminó ciertas figuras que se presentaban como innecesarias ante un escenario de Estado de Derecho como el que se estaba inaugurando, donde se preveía no existiría represión ni abusos.

Así se abre el segundo período que denominamos “transición”, donde paradójicamente la Ley Antiterrorista no sufre grandes ni significativas modificaciones. Esto se explica en que los lineamientos adoptados por La Concertación (grupo político entonces en el poder) serían evitar una regresión autoritaria y priorizar la estabilidad económica (Garretón, 2011), repercutiendo así en un proceso lento y poco arriesgado, con mayores miras a la paz social que a una reestructuración profunda que pudiese despertar el resentimiento de los militares recién salidos del gobierno dictatorial.

Uno de los primeros proyectos que ingresó Patricio Aylwin, primer presidente electo tras la dictadura, fue el que modificaba la LAT a partir de la Ley 19.072.

El mensaje presidencial señalaba que “Es urgente hacer las modificaciones pertinentes en lo que respecta al derecho al debido proceso […] particularmente por el alto número de personas procesadas por delitos políticos, constitutivos de los que se han llamado ''presos políticos"”, agregando que “La reconciliación nacional […] requiere que las personas indicadas sean juzgadas con arreglo a los principios constitucionales y a los contenidos en declaraciones y tratados internacionales ratificados por Chile y vigentes, entre otros: la Declaración Universal de los Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.” (Historia de la Ley 19.072, 1991:4)

Ante esta intención de “reconciliación”, los grupos que lucharon contra la dictadura se manifestaron disconformes con la gestión del gobierno, que lejos de superar las estructuras heredadas, sólo contribuyó a la continuidad del modelo, lo que significó que la práctica de la violencia política de los grupos nacidos en dicho período perdurara; particularmente del Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), Lautaro y el Frente Patriótico Manuel Rodríguez. A partir de 1990 la mayoría de ellos vuelca sus acciones contra los símbolos de la dictadura militar como una forma de denunciar la continuidad y hacer un llamado a tomar lo que se les había prometido. (Rosas, 2013)

Con el fin de hacerla aplicable al nuevo contexto, el objetivo central de la modificación de 1991 era conseguir una definición más precisa, para lo cual se propone una caracterización de terrorismo donde figura como el atentado a la vida, integridad física o libertad de las personas, a través de la provocación de un daño indiscriminado que busque infundir temor.

Tras extensas discusiones se aprueba por unanimidad, conteniendo las principales modificaciones en la inclusión del elemento teleológico, lo que implica un giro hacia una definición más subjetivista del tipo penal que incluye la finalidad de causar temor y obtener resoluciones de la autoridad, dejando de lado la idea de los métodos crueles que pretendía el proyecto original, y el tipo penal objetivo, aunque subsiste a partir de la incorporación de presunciones. Además, se configura la Asociación Ilícita como figura autónoma, agrega examen médico para los detenidos y confirma la exclusión de la finalidad política.

Aquellas características representaron problemas debido a la dificultad que conlleva probar un delito subjetivo, además de que al incluir presunciones se cae en la inconstitucionalidad de la Ley, y finalmente, considerar que la asociación ilícita amerita una penalización aparte del delito base implica una violación al principio non bis in ídem.

Si bien se plasmaba como un proyecto lleno de buenas intenciones de hacer una ley más justa, con la modificación ya promulgada se cimienta el camino a la “pacificación” a través de la criminalización, lo que significaría “… la detención y encarcelamiento de los militantes rebeldes y la desarticulación de la acción político-militar de las organizaciones revolucionarias, sindicados ahora y en adelante no como “extremistas”, según la costumbre usual en dictadura, sino como “grupos terroristas”, adjetivo más conveniente a la flamante democracia.” (Rosas, 2013: 174)

Con el mismo fin, el 23 de Agosto de 1993 se genera una nueva modificación a la Ley Antiterrorista, a través de la Ley N° 19.241, la cual estaba orientada principalmente a cambios de artículos del Código Penal, pero incluyen en la Ley 18.314 que los delitos de secuestro cometidos por una asociación ilícita, serán siempre terroristas. Esto debido a que desde la época de la dictadura, uno de los métodos utilizados por los grupos armados era el secuestro de figuras públicas o sus familiares.

En 1994 asume la presidencia Eduardo Frei Ruiz-Tagle, con un mandato más conservador, tecnocrático y elitista, abierto a los diversos sectores (oposición y militares), y que ponía énfasis en el ámbito económico (Drake y Jaksic, 1999), por lo que no implica modificaciones a la LAT.

Del otro lado, la lucha de los diversos grupos disidentes continúa, disconforme con las reformas y políticas adoptadas. En el mismo año se conforma la Coordinadora Arauco Malleco (CAM), una organización Mapuche que opta por los métodos violentos para la recuperación de tierras.

En suma, durante este periodo, las modificaciones a la LAT no constituyeron un avance en materia de derechos, sino que presentaron cambios enfocados a criminalizar la lucha social más que a definir de forma exacta qué es el terrorismo. Es decir, se buscó anular la legitimidad de cualquier reivindicación, incluso de los grupos que fueron aliados en el derrocamiento de la dictadura, a través de una represión institucionalizada mediante el uso de una ley injustificada.
De igual forma, no respondieron a los requerimientos de los tratados internacionales signados hasta entonces; agregando incluso un elemento que vulnera todo tipo de acuerdo, que es el sistema de presunciones.

Para Drake y Jaksic (1999) todo este proceso de dictadura y transición pactada, que implicó el desgaste y aniquilamiento de los movimientos sociales, repercutió para finales de los 90’s en una sociedad apolítica, principalmente la juventud. Es decir, se logró el objetivo de ejercer la dominación sobre los grupos disidentes acallándoles.

En este escenario, en el año 2000 asume la presidencia Ricardo Lagos Escobar, proponiendo como objetivo de gobierno que Chile alcance el desarrollo hacia 2010, lo cual requería que fuesen necesarias muchas reformas. No es de extrañar que este sea el período donde más modificaciones se realizan a la LAT.

La primera de ellas (en este período) se  realiza en  contextos de la reforma al Código Penal, a través de la Ley 19.806 que busca acomodar la LAT al nuevo escenario jurídico. El mensaje presidencial de 1998, iniciativa de Frei, apela a que se busca eliminar ciertos elementos inconstitucionales.

Respecto a las modificaciones que se busca implementar, se encuentra reducir el máximo plazo de detención; derogar la facultad a Carabineros de proceder sin aprobación del juez, por orden de otras autoridades. Se cambia el concepto de testigos sin rostro por testigos protegidos, y se penaliza no respetar el secreto. Se otorga protección policial, posibilidad de declaraciones anticipadas, facilidades económicas y de cambio de identidad. El juez debe aprobarlo y la defensa puede interrogarlo. Sin embargo, según decisión del juez, puede negársele, por orden del ministerio público, el conocimiento de la identidad a la defensa. “La ley sobre conductas terroristas aconsejó dar reglas especiales sobre protección de los testigos y peritos, de forma que no quedase esta materia entregada solamente a las reglas del Código Procesal Penal.” (Historia de la Ley 19.806, 2002: 202)

En general el proyecto es aceptado en su espíritu, sin embargo, tanto el Senado como la Cámara de Diputados introduce modificaciones y especificaciones, principalmente referentes a los testigos protegidos.  Así, resulta aprobado por unanimidad, y finalmente promulgado el 15 de mayo de 2002.

En este sentido, fuera del principal objetivo de eliminar ciertas inconstitucionalidades, la modificación se abocó a perfeccionar una de las herramientas más abusivas de esta ley, que son los testigos protegidos.
El mismo año se da inicio a una nueva modificación, la cual, según el mensaje presidencial, tiene el objetivo de dar cumplimiento a las obligaciones internacionales asumidas por el Estado de Chile. Específicamente las referidas a la tipificación y sanción de los delitos de financiamiento terrorista, a través del Convenio para la represión de la financiación del terrorismo del año 2000, ratificado por Chile en el año 2001 y la resolución 1.373 de la ONU, que trataba específicamente el tema del financiamiento en contexto de redes globales.

El diputado Burgos, en discusión en sala indica que

En ese contexto, se observa con preocupación que el número y gravedad de los actos terroristas dependen, muchas veces, de su financiación […] a mayor financiación […] probablemente el atentado y sus consecuencias sean mayores. Por ello, todo parece indicar que las legislaciones internacional e interna deben ser capaces de tipificar ciertos hechos antijurídicos para adelantarse a la comisión de estos ilícitos, más allá de que en un país el terrorismo, en determinado momento -como ocurre en Chile-, se bata en retirada, aunque nunca es bueno declararlo fenecido. (Historia de la ley 19.906, 2003: 22)

La propuesta inicial buscaba integrar un texto donde se penaliza el financiamiento y la recaudación de fondos como tipos penales independientes. Sin embargo, se plantea que “No está de más señalar que la conducta de quien solicita el financiamiento para actividades terroristas es tan reprochable como las otras que el proyecto propone sancionar.” (Historia de la ley 19.906, 2003: 25) Es así como finalmente queda estipulado que se sancionará financiamiento, recaudación y solicitud de fondos, conformando el nuevo artículo 8 de la Ley 18.314.

En el contexto nacional, cobra relevancia el tema de los indultos a presos políticos de la dictadura, algunos de ellos condenados por la LAT, para lo cual se lanza un proyecto que no verá luz hasta 2004. Mientras en las cárceles se establecían huelgas de hambre con el fin de mantener el tema en la agenda.

Asimismo, durante el gobierno de Lagos, “los gremios empresariales afirman que “el terrorismo se expande en los sectores de la IX Región de la Araucanía”. Los empresarios demandan la aplicación de las leyes de Seguridad Interior y Antiterrorista contra las organizaciones mapuche.” (Toledo, 2007, 282)

Ante aquello, Lagos respondió que el gobierno estaba dispuesto a actuar con dureza para enfrentar el conflicto “…si persiste la violencia atribuida a las comunidades indígenas del sur del país que reclaman tierras y se oponen a la construcción de la central hidroeléctrica Ralco.” (Toledo, 2007: 282) Con esta declaración dejaba en claro que los grupos que detentan el poder serán protegidos en perjuicio de un pueblo que se opone a la instalación de la hidroeléctrica en el terreno usurpado.

Nuevamente en 2005 se produce una modificación en contexto de reformulación del Código Procesal Penal y el Código Penal, a través de la Ley 20.074. En esta ocasión, se busca modificar el artículo 14 que contenía la disposición de que el Ministerio Público pide al Juez de Garantía la calificación del delito de terrorismo, y a partir de aquello puede solicitar medidas especiales.

Por indicación de senadores Chadwick, Viera-Gallo y Espina se reemplaza el inciso primero del artículo 14, que había sido modificado un par de años atrás a través de la Ley 19.806 en el marco del nuevo Código Penal. En esta ocasión, se faculta al Ministerio Público, pero se deja sujeta a autorización el uso de medidas especiales “…sin perjuicio del derecho del imputado de reclamar ante las autoridades del Ministerio Público en caso de considerar que dicha formalización ha sido arbitraria.” (Historia de la Ley 20.074, 2005: 195)

En este escenario asume Michelle Bachelet la presidencia de Chile, quien en su programa de gobierno se compromete a la no aplicación de la LAT en juicios que tengan que ver con las reivindicaciones Mapuche, con el fin de respetar las recomendaciones internacionales. Además, se presenta con una nueva forma de hacer política, que plantea un estilo acogedor y sensible, que se intenta configurar como un “gobierno ciudadano”, con un discurso social demócrata, pero con una clara dirección económica neoliberal. (Garretón, 2012)

Sin embargo, le tocará enfrentar la rearticulación social que venía generándose desde los años anteriores y que en 2006 estalla a través de constantes manifestaciones de diversa índole. Esto traerá consigo nuevamente el uso de la violencia como medio político, esta vez de mano de los grupos/ individualidades anarquistas organizados principalmente en Santiago.

Llegado el 2010 se genera un punto de inflexión, que es la derrota política de la Concertación, y el triunfo del militante de Renovación Nacional (RN), Sebastián Piñera, quien tenía un programa basado en la seguridad. Es por esto que los 2000 inician como una categoría aparte, puesto que se inaugura un nuevo período de represión marcado por la persecución a grupos anarquistas.

Así, la séptima modificación de la LAT tendría lugar durante los primeros meses de gobierno, donde si bien se apelaba a una modificación profunda, tuvo que realizarse una mínima parte del proyecto, debido a una huelga de hambre iniciada en julio de 2010, y que mantenía a 32 jóvenes mapuche sin consumir alimentos, con el fin de hacer un llamado a la obtención de un juicio justo, y por ende, la no aplicación de la LAT. Además, se hacía necesario adecuar la legislación a los estándares internacionales.

Esta modificación vendría a cargo de la Ley 20.467. En discusión en sala el Senador Gómez apela a que hay que ser rápidos por la vida de los Mapuche. “Naturalmente, nosotros no queremos debilitar la Ley Antiterrorista o sacar a una etnia de esa normativa. Lo que deseamos es que se cumplan condiciones claras y precisas para determinar cuándo se comete realmente un acto terrorista y cuándo la autoridad puede aplicar esa legislación.” (Historia de la Ley 20.467, 2010: 53)

Se promulga el día 8 de octubre de 2010, con el importante paso (al menos en la teoría) de la eliminación de la presunción, debido a que significaba una vulneración al derecho al juicio justo y a la presunción de inocencia. Se modifican las penas a la tentativa, conspiración, amenaza y financiamiento. Y se precisa algunos puntos referentes a los testigos protegidos.

Para 2011, el panorama comienza a tornarse aún más complejo para el gobierno de la Alianza, ya que vuelve a cohesionarse el movimiento estudiantil, que buscaba sustanciales reformas al sistema educacional, donde el eje central era el fin al lucro y la calidad de la educación. Esto inaugura un proceso de cambio, donde es característico el aumento del descontento con el modelo imperante (Mayol, 2012).

Mientras tanto, la política represiva del gobierno continúa procesando a través de la LAT, contra mapuche en la Araucanía y grupos políticos en Santiago. Como una forma de plasmar el sello distintivo del gobierno, relacionado con la seguridad, se modifica el nombre del Ministerio del Interior para pasar a ser el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la Ley 20.502 de febrero de 2011.

Posteriormente a eso, en junio, se promulga una nueva modificación a la LAT, a través de la Ley 20.519, que tenía el único objetivo de agregar un artículo que especificara que no aplicará esta ley contra menores de 18 años, quienes serán procesados bajo los mecanismos especializados para ello, como lo es la Ley 20.084.

Se especifica en el mensaje presidencial con fecha de 15 de marzo de 2011 que

“Actualmente, si bien no existen condenas contra menores de edad que se funden en la tipificación de los delitos contenidos en la Ley Nº 18.314, en la investigación y el procedimiento penal seguido contra adolescentes, se ha invocado y utilizado el citado cuerpo normativo, llegando a formalizarse a estos últimos por delitos terroristas. Con ello, se ha permitido en la práctica hacer uso de las especiales atribuciones investigativas y las particulares medidas cautelares en contra de menores de edad que la calificación de un delito como terrorista permite decretar.” (Historia de la Ley 20.519, 2011: 5-6)

Así, el diputado Burgos plantea que se apruebe por unanimidad y sin discusión, debido a que ya se había discutido en la modificación anterior, sin dejarlo estipulado por la urgencia que presionaba la Ley 20.467. Así se aprueba por 86 votos a favor, uno en contra y 4 abstenciones. (Historia de la Ley 20.519, 2011: 68)

A mediados del año 2014, con Bachelet nuevamente en la presidencia, surgen diversos proyectos de modificación y derogación de la LAT, provenientes de diversos sectores políticos. Al mismo tiempo se inaugura una nueva ola de bombazos. A partir de entonces, surge desde el propio gobierno la idea de una modificación integral, a través del boletín N° 9669-07, lo cual no responde a las recomendaciones y exigencias internacionales, sino que se realiza pensando en que en su formato actual no se ha logrado aplicar de forma exitosa, debido a que probar la intencionalidad de producir temor es extremadamente complejo.
Asimismo, la segunda llegada de Sebastián Piñera a la presidencia en el año 2018 viene acompañada del ingreso de un proyecto que busca sustituir la LAT de forma radical, sin embargo, no logra el apoyo de la oposición por lo que no es posible avanzar. Ante este escenario, se envía un proyecto de “ley corta” antiterrorista el día 24 de abril de 2019, en un escenario de sospechosos bombazos que a la opinión pública parecen sospechosamente oportunos. 
Dicho proyecto, N° 12.589-07, está orientado a incluir en el Código Procesal Penal la utilización de técnicas especiales de investigación como los informantes, agentes encubiertos e interceptación de comunicaciones. Medidas que son reservadas actualmente a otros delitos como el tráfico de drogas, lavado de activos y pornografía. 
Sin embargo, cabe mencionar que antes del último proyecto ingresado, existía 15 otros proyectos que datan desde 2006, de los cuales dos apelan a la derogación de la LAT (N°6197-07 de 2008 y N°9477-07 de 2014), otros dos hacen referencia a modificar la normativa de los testigos protegidos (N°7610-07 de 2011 y N°9354-07 de 2014); uno tiene que ver con la cooperación eficaz (N°7134-07), cuatro de ellos tienen que ver con la tipificación y definición del terrorismo (N°4298-07 de 2006; N°7107-07 de 2010; N°7184-07 de 2010; N°7202-07 de 2010; y N°8544-07 de 2012), uno establece control judicial para invocar la LAT (N°7668-07 de 2011) y los dos restantes no poseen especificidad (N°7166-07 de 2010 y N°8513-25 de 2012).

Aplicación la Ley Antiterrorista como método de represión ante la violencia política

A través del recorrido histórico realizado en el apartado anterior, es posible notar cómo se fue configurando la ley en consonancia con la aparición de grupos disidentes, y cómo se fue perfeccionando para constituirse en una herramienta de represión de la lucha social, utilizando medios que incluso salen de los propios márgenes legales establecidos.

Cabe precisar que se considera la aplicación más contemporánea puesto que es en 2001 donde se desarrolla el primer proceso que no tenía que ver con grupos disidentes de la dictadura o transición, sino que se invoca por primera vez contra integrantes del pueblo Mapuche.

Es así como podemos encontrarnos con diversas vulneraciones a los derechos fundamentales de los detenidos. En este sentido, cabe decir que todos los procesos por la LAT analizados han vulnerado ciertos derechos, siendo el primero de ellos es el de la no discriminación, al atribuir el terrorismo a todo acto perpetrado por comunidades mapuche en reivindicación.

Asimismo, se ha vulnerado el derecho a la defensa, por ejemplo en el caso de Victor Ancalaf, detenido por quema de camiones de la Hidroeléctrica Ralco en 2002, donde “no hubo control judicial, pues el procesado no tuvo siquiera acceso al contenido de las declaraciones de los testigos de identidad reservada […] y que no se le permitió presentar testigos de descargo” (Meza-Lopehandia, 2014:5)

También se incurre en violaciones a la propia LAT, puesto que en el caso RUC 5694-02 por Asociación Ilícita Terrorista contra la Coordinadora Arauco Malleco, se hizo intervención de los teléfonos de los abogados defensores, lo cual es ilegal puesto que si bien el artículo 14 número 2 permite la interceptación de comunicaciones, éstas pueden ser realizadas a los imputados, no a sus abogados.

En este sentido, Myrna Villegas (2010 a, 2010b) plantea que al Mapuche se le procesa bajo el Derecho Penal del Enemigo o el Derecho de Lucha.

En la teoría del enemigo existen dos acepciones, una que versa sobre el enemigo como otro (hostis) y el enemigo como un no amigo (inimicum). En Chile, particularmente se aplicaría como hostis, ya que desde el principio de las relaciones Estado-Mapuche se le ha considerado como un extranjero, en términos planteados por Jakobs.

Respecto al Derecho Penal de Lucha, se refiere a que el Estado ya no dialoga con sus ciudadanos, sino que se limita a combatir el peligro que representa esta otredad. (Villegas, 2013) Esto ha generado que desde el inicio del conflicto se presente al Mapuche ante la sociedad como culpable de la vulnerabilidad de la seguridad y el bienestar nacional, lo cual ha generado una estigmatización del movimiento reivindicador, y a su vez, la generación de estereotipos como “violentos”, “terroristas” que suelen ser aprehendidos por el común de las personas. (Saiz, 2008)

Un ejemplo de la teoría anterior lo representa el caso de Matias Catrileo, un joven mapuche asesinado en 2008 por Carabineros, siendo un hecho que pasó desapercibido y quedó impune, debido a que se concibe al Mapuche como el enemigo interno, al cual amerita asesinar si hace uso de las tomas como medio reivindicativo, y valida la utilización de la violencia policial a partir de la violencia de su “raza”.

Evidentemente, esto no sería posible sin ayuda de los medios de comunicación ni la  presión del empresariado, que no escatima en pedir al Estado toda la represión que sea necesaria para evitar la recuperación de tierras de los Mapuche. Así fue, por ejemplo, en 2001 la Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones (CMPC) hace un llamado al gobierno a poner orden y así evitar que en Chile se instale un clima de inestabilidad como el existente en Colombia. (Toledo, 2007)

Lo complejo de esto es que el Estado se ha enfocado en aplicar la LAT contra una lucha reivindicativa protegida por tratados internacionales en materia de derechos humanos y que no constituye una conducta terrorista, puesto que representa una protesta social.

Aquello, a su vez, ha repercutido en que el conflicto vaya en escalada. Según palabras del propio relator de Naciones Unidas, Ben Emmerson “En los últimos años, la escala, frecuencia e intensidad de esos incidentes ha aumentado, en parte debido al lento avance del plan estatal para la repatriación del territorio” (Emmerson en INDH, 2014: 5)

Esto refleja que muy lejos de constituirse como una solución al problema, la aplicación de la LAT sólo ha contribuido a exacerbar los ánimos de ambos bandos, donde cada vez son menos las salidas institucionales que se vislumbra, y por ende, es cada vez más lejana la posibilidad de que se deje de reivindicar la lucha mapuche por medios no institucionales.

En suma, de los 6 casos analizados para el conflicto Mapuche, se destaca que sólo 3 de ellos llegaron a una sentencia condenatoria bajo la LAT, mientras que los demás resultaron en delito común. Sin embargo, esos 3 casos mencionados fueron revocados a través de una Sentencia de la Corte IDH que en 2014 condenó al Estado de Chile por vulnerar los derechos de los imputados.

Respecto a la represión a núcleos e individualidades anarquistas, durante el período de 2010 a 2015 hubo un auge, donde se intentó procesar bajo la LAT a una gran cantidad de jóvenes, incluso en contextos de marchas estudiantiles por porte de bombas molotov, lo que representa un reflejo de lo amplio que es el uso de la LAT y lo peligroso, en cuanto a la vulneración de derechos, que puede llegar a ser la configuración de un tipo penal tan poco preciso.

Otro caso ejemplar es Victor Montoya, joven acusado de colocación de artefacto explosivo en un retén de Carabineros en Las Vizcachas, quien fue exculpado en un primer juicio que logró ser anulado para ser vuelto a procesar, quedando nuevamente en libertad. Sin embargo, a lo largo de esos dos procesos estuvo recluido durante 16 meses para resultar inocente.

En el caso de Hans Niemeyer, sociólogo acusado de colocación de artefacto explosivo es esencial puesto que nos brinda una prueba de la mala catalogación de estos hechos como actos de terrorismo. Esto debido a que durante el proceso los abogados defensores solicitaron un estudio respecto al impacto del bombazo en el vecindario.

Este estudio tenía por objetivo “Realizar entrevistas a los vecinos del sector cercano al sitio del suceso: detonación de artefacto explosivo Banco BCI, con el objetivo de pesquisar percepciones sobre seguridad/inseguridad y sobre temor y miedo.” (Zarzuri, 2012:1), y consistió en la realización de un cuestionario de 15 preguntas a 74 vecinos y trabajadores del sector, dos cuadras a la redonda, los días 14, 15 y 16 de septiembre. En ella se le pregunta a los entrevistados cuál era el principal problema de seguridad hace un año atrás, ante lo cual solo un 2,7% (2 personas) de los entrevistados responde “bombazo”. La mayoría considera que no había ningún problema (37,6%) y en segundo lugar hacen referencia a Asaltos/mecheros en locales comerciales.

Así, “Los casos en la Región Metropolitana sobre colocación de artefactos explosivos, han sido recalificados a los delitos de daños simples (Caso Bombas, Caso Pitronello, Caso Niemeyer); lesiones leves o menos graves (Caso Bombas, Caso Montoya); incendio (Caso Bombas) y porte de elemento prohibido por la Ley de Control de Armas y Explosivos (todos los anteriores)” (INDH, 2014: 6)

Aquello responde a dos cosas, en primer lugar, se ha recurrido a la LAT en contextos donde no es válida su aplicación y no ha logrado justificarse, ni mucho menos probarse, lo que desemboca en el punto número dos, referente a que la ley existente actualmente posee una alta complejidad de ser aplicada, puesto que requiere probar intencionalidad de causar temor, es decir, posee una subjetividad extrema que significa la imposibilidad probatoria.

Entonces, ¿cómo fue posible aplicarla entonces para los casos Mapuche antes mencionados? La respuesta se encuentra en la modificación 20.467, del año 2010, donde se eliminó del artículo 1 la presunción del delito, lo cual había sido utilizado en los juicios anteriores. Es así como “no han necesitado preocuparse mayormente de acreditar la finalidad específica exigida por la ley, bastándoles con la prueba de los presupuestos de la presunción. Así, es notorio, por ejemplo, cómo en procesos emblemáticos del llamado conflicto mapuche ni siquiera se haya mencionado como un punto de prueba dicha finalidad.” (Hernández, 2011:10)

En este sentido, se refleja que la modificación de la Ley Antiterrorista que se ha desarrollado en 2010, más que responder a la necesidad de adaptarse a los requerimientos internacionales o a las críticas que le plantea la doctrina, está siendo generada con el fin de aplicarla en contextos que jurídicamente no califican como terrorismo.

En suma, si se analiza los casos más emblemáticos de aplicación de la Ley Antiterrorista es posible inferir que los procesos son similares, en todos ellos se apela a la aplicación de la LAT en primera instancia, sin embargo, no en todos se logra probar que existen elementos que justifiquen la invocación de dicha norma.

Esto no significa, en todo caso, que no exista repercusión de la aplicación de la LAT en primera instancia, ya que el simple hecho de invocar dicha normativa permite el uso de los beneficios procesales que posee.

A modo de conclusión

Considerando la extensión de la ponencia, se ha hecho un repaso, grosso modo, de la evolución de la Ley Antiterrorista chilena, enmarcándola en su contexto histórico para comprender sus modificaciones.

Uno de los elementos más destacables, es que Chile es uno de los pocos países que efectivamente hace uso recurrente de una Ley Antiterrorista para llevar a cabo juicios en que la mayor cantidad de veces termina siendo desestimado ese carácter.

Esto no ha pasado desapercibido, ya que durante las últimas décadas diversos organismos internacionales han manifestado su preocupación por la aplicación de la LAT, así como la propia doctrina chilena ha tomado parte de las críticas contra una ley amplia y arbitraria.

Si bien es cierto que existe a nivel global una indefinición, no se puede ignorar que el hecho de que no exista en la legislación nacional responde no solo a una falta de lineamiento, sino también a las razones políticas del Estado al generar sus legislaciones. En este sentido, disociar el contexto histórico de la evolución de una legislación es imposible.

Para el caso chileno, queda estipulado a través de la opinión de los abogados expertos en la materia que en Chile no existe terrorismo; que si bien se asiste a la utilización de métodos violentos, no cabe considerarlos como un fenómeno de mayor magnitud, lo que lleva a considerar que la LAT no es más que un instrumento del poder, una herramienta de deslegitimación de luchas sociales y de represión legal de los movimientos que van al alza.

Desde el pago a testigos, las interceptaciones ilegales, la utilización de pruebas irrisorias, los dobles juicios, el balanceo entre la dictación y revocación de prisión preventiva, entre otros hechos, constituyen la prueba fehaciente de que no se está haciendo caso a una razón jurídica, sino a una razón política, donde se busca posicionar a los disidentes como enemigos de la paz social, para anularles y mantener la dominación.

Es así como el Estado de Chile, entendiendo que ya son diversos gobiernos los que le han hecho frente al problema, hace caso omiso a las recomendaciones que vienen llevando a cabo los organismos internacionales o las comisiones especializadas desde hace más de una década, quienes estipulan explícitamente que en Chile no existe terrorismo y que la Ley Antiterrorista no debe ser aplicada; mucho menos contra la resistencia mapuche, que se encuentra en su justo derecho reivindicativo amparado por esas mismas instituciones.

Esto es grave en tanto si bien se comenzó con recomendaciones, hoy el Estado de Chile ya cuenta con dos condenas por parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, debido a la aplicación de la Ley Antiterrorista a mapuche con todos los privilegios procesales que ésta otorga y que transitan al filo de la ilegalidad.

Lo que ha resultado del tratamiento represivo a través de la Ley Antiterrorista, con especial énfasis en el caso mapuche, es el encause de la expresión de las demandas a través de medios no institucionales y cada vez más violentos, puesto que aquellos no prosperan, mientras sí se ponen todos los esfuerzos en perfeccionar leyes represivas.
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